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El registro nacional de transferencia 
de tecnología: hacia una política de desarrollo 
tecnológico autónomo 

Con la presentación al Congreso de la iniciativa de "Ley sobre el Registro de la Transferencia de Tecnología 
y el Uso y la Explotación de Patentes y Marcas", que establece el Registro Nacional de Transferencia de 
Tecnología, México ha dado un paso de gran importancia hacia el objetivo nacional de definir y poner en 
práctica una política autónoma de desarrollo en este campo, cuya meta de largo plazo no es otra que la 
progresiva reducción de una de las manifestaciones más perniciosas de la dependencia externa: la tecnoló­
gica_ Se ha iniciado, con esta nueva disposición, el rompimiento del círculo vicioso en que la inversión 
extranjera moderna, es decir, la que realizan las corporaciones transnacionales, inscribe a los países depen­
dientes y los lleva de una dependencia financiera, que eventualmente puede eliminarse mediante una refor­
ma de fondo de los mecanismos de financiamiento de la inversión, a otra tecnológica que se enraíza profun­
damente y cuya supresión ofrece mucho mayores dificultades . Es evidente que estamos en el primer acto de 
un largo proceso, pero es igualmente evidente que reviste particular importancia por, cuando menos, dos 
razones fundamentales: por una parte, sienta la base sobre la que habrán de apoyarse muchos otros aspec­
tos de esa poi ítica al instituir un mecanismo que permitirá contar con información fundamental sobre los 
tipos de tecnología que el país está adquiriendo y las modalidades de esa compra y, por otra, ataca los 
aspectos lesivos más evidentes del proceso no controlado de adquisición de tecnología, de suerte que en el 
corto plazo -mientras el país sigue dependiendo fundamentalmente de la importada- se asegura que la 
obtención de la misma se realice en forma conveniente para los objetivos generales del desarrollo industrial 
del país. 

La necesidad de establecer mecanismos de regulación y control de la adquisición de tecnología extran­
jera por parte de los países en desarrollo ha sido reconocida desde hace tiempo. En múltiples estudios de 
expertos independientes, en numerosos documentos de organismos internacionales, se ha recomendado enfá­
ticamente a los países en desarrollo poner en operación mecanismos que les permitan, primero, conocer las 
modalidades que adopta la compra de tecnología por parte de las empresas establecidas en su territorio y, 
después, controlar esas modalidades, de suerte que se ajusten, en lugar de resultar contrarias, a los objetivos 
de desarrollo tecnológico autónomo, de modernización de desarrollo industrial, de reducción de las cargas 
de balanza de pagos y de fomento de la cooperación entre países en desarrollo. Al nivel nacional, en el caso 
de México se había puesto de relieve también la necesidad de regular y controlar la adquisición de tecnolo­
gía extranjera, a la luz de las primeras investigaciones sobre las características de su transferencia a empresas 
mexicanas o establecidas en el país. En este sentido, vale la pena citar in extenso las consideraciones que 
Comercio Exterior presentó, hace más de un año, al discutir los elementos de una poi ítica en esta materia . 

. . . en la forma en que actualmente se realiza la transferencia de tecnología extranjera a México afecta 
negativamente a por los menos dos de los objetivos fundamentales de la política (;H;onómica del país: 
el desarrollo industrial autónomo y la exportación de productos manufacturados. Por lo tanto, parece 
evidente la necesidad de diseñar una poi ítica claramente definida para regular la transferencia de tec­
nología extranjera a las empresas establecidas en el país, de suerte que se asegure que esa transfe­
rencia contribuya realmente a los objetivos de largo plazo del desarrollo del país. 

De manera preliminar y tentativa, puede considerarse que los elementos clave de una política 
nacional en materia de transferencia de tecnología son los siguientes: 
a] Establecer el registro obligatorio ... de todos los convenios de transferencia de tecnología extran­
jera a empresas establecidas en México -sean de capital extranjero o nacional. 
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b) Definir criterios limitativos de aplicación general en cuanto a las condiciones aceptables de admi­
sión de la tecnología extranjera, que impidan que los contratos de transferencia incluya n cláusulas 
restrictivas de las exportaciones, del uso y adaptación de la tecnología, de adquisición obligatoria de 
insumas físicos a la empresa proveedora de tecnología, de condiciones de pagos onerosas, etcétera. 
e] Establecer ... un centro de información sobre las disponibilidades y costos de tecnologías a escala 
mundial y sobre las condiciones óptimas que otros países y otras empresas han obtenido determinada 
tecnología ... Esta política no sólo es un paso intermedio necesario mientras rindan sus frutos las 
políticas a más largo plazo orientadas a fortalecer el desarrollo cientffico y tecnológico del país, sino 
que, en realidad, es un prerrequisito para la instrumentación y el éxito de estas mismas poi íticas.1 
La disposición recientemente promulgada (presentada a la consideración del Congreso) responde, pues, 

a una necesidad claramente definida por el diagnóstico de la situación prevaleciente y su contenido se ajusta 
a las recomendaciones derivadas de ese examen . Es conveniente, sin embargo, subrayar dos de los elementos 
adicionales en que se apoya la nueva disposición, aludidos ambos por el Subsecrétario de Industria cuando 
explicó a la opinión pública los fundamentos de la iniciativa de Ley del Ejecutivo Federal.2 Por una parte, 
se realizaron amplias consultas con los sectores interesados, las empresas adquirentes de tecnología extran­
jera, algunas empresas proveedoras y los representantes obreros, para asegurarse que el contenido de las 
disposiciones propuestas no fuera a constituirse en obstáculo al flujo de tecnología esencial para el desarro­
llo industrial del país. Este proceso de negociación -que caracteriza en general a todo el proceso de formu­
lación de política económica de la actual administración3 ha conducido, en este caso, a una disposición 
que, sin renunciar a sus objetivos esenciales, cuenta con el consenso de quienes habrán, necesariamente, de 
cooperar en su instrumentación, garantizando, de este modo, su efectividad . Por otra parte, se estudiaron y 
aprovecharon en lo conducente las experiencias de otros países que han legislado sobre la materia, tanto 
países avanzados, como Japón, cuanto países en desarrollo, fundamentalmente la 1 ndia, los cinco del Acuer­
do de Cartagena y, en menor medida, Brasil y Argentina. Este elemento pone de relieve la importancia de 
la cooperación de los países en desarrollo en materia de formulación de poi ítica económica, cooperación 
que sería conveniente sistematizar probablemente a través de mecanismos formales de consulta. 

Con respecto al texto de la iniciativa de Ley ,4 conviene hacer algunas consideraciones su,brayando los 
aspectos de mayor relevancia del mismo desde el punto de vista de su carácter de paso inicial de una 
poi ítica de desarrollo tecnológico autónomo. 

De acuerdo con los términos del artículo 2o, quedan sujetos a la obligación de inscribirse en el Re­
gistro Nacional de Transferencia de Tecnología todos los actos, contratos o convenios ·que suponen una 
trasmisión de tecnologfa, incluyendo "la concesión del uso o autorización de explotación de marcas". Pa­
rece evidente que, al perfeccionarse esta disposición, será necesario introducir elementos que diferencien el 
trato que se dé a los convenios de uso de marcas comerciales del que se brinde a aquellos otros que sí 
supongan una transferencia real de tecnología. En los estudios nacionales e internacionales sobre las moda­
lidades de la transferencia de tecnología se ha puesto de relieve que, por lo general, la concesión para usar 
o la autorización para explotar una marca constituye un acto que es de muy escaso contenido real de 
transferencia de tecnología, cuando lo tiene. Son numerosos los países que han prohibido los pagos de 
regalías por el simple uso de una marca comercial y parece que será necesario llegar algún día a una dispo­
sición en este sentido. No serfa conveniente brindar el mismo trato, someter a las mismas limitaciones, 
juzgar con iguales criterios a actos que sí suponen la trasmisión de conocimientos técnicos, procedimientos 
de fabricación, explotación de innovaciones, que a aquellos que, como los convenios de uso de marcas, no 
hacen sino ligar a los consumidores del país a los prejuicios de "prestigio comercial" prevalecientes en el 
país de origen de la marca, fortaleciendo el servilismo imitativo de los hábitos de consumo de los países 
avanzados. Como la Ley deberá aplicarse -y ésta es una de sus caracterfsticas esenciales- con cierta discre­
cionalidad, es de esperarse que, desde un principio, se tenga en consideración la enorme diferencia entre un 
convenio de uso o explotación de marca comercial y un convenio de transferencia de tecnología. 

La parte esencial de la nueva disposición es, sin duda, la que establece los criterios para no otorgar el 
registro del acto, contrato o convenio, de transferencia de tecnología (artículo 7o.). Los fundamentales 
entre estos criterios, cuya mayor importancia se subraya por el hecho de que el artículo So. los considera 
no exceptuables en ninguna circunstancia, son los referidos a la tran sferencia de tecnología que se encuentre 
libremente disponible en el país; la cesión obligatoria de los desarrollos tecnológicos obtenidos por la en­
tidad adquirente . y la imposición de limitaciones al desarrollo tecnológico independiente de la misma; la 
prohibición o limitación de exportaciones de la empresa compradora, y la aceptación de sujeción a tribuna­
les extranjeros. 

Es evidente la razón que lleva a no conceder registro a actos, convenios o contratos que se refieran a 
la transferencia de tecnología que se halla libremente disponible en el país, pues en este caso lo que el 
vendedor de tecnologfa explota es la ignorancia del comprador vendiéndole algo que muchas veces puede 
obtenerse en forma gratuita . En la medida en que se perfeccion~ e) Centro de Información Tecnológica e 
1 ndustrial (cuyo establecimiento, por cierto, debió quedar comprendido dentro de la Ley, más que con el 

1 "Hacia una poi ítica en materia de transferencia de tecnología", Comercio Exterior, Mé xico, septiem bre de 1971, 
p. 729. 

2 "Declaración del Subsecretario de Industria sobre la iniciativa de Ley sobre el Registro de la Transferencia de 
Tecnologla y el Uso y la Explotación de Patentes y Marcas", Excélsior, México, 4 de noviembre de 1972. pp. 20a-22a . 

. 3 Véase un examen' de este proceso de formulación de la poi ítica económica en el capítulo 1 del libro México: la 
polftica económica para 1972, Banco Nacional de Comercio Exterior, S. A., México, 1972, pp. 17-34. . . 

4 Véase el texto de la (iniciativa de) Ley en la sección "Documentos" de este mismo número de ComerciO extenor, 
pp. 1009-1011. 
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carácter de medida complementar ia ), este criterio debería ampliarse para inc luir también a la tecnología 
libreme nte disponible en el extranjero. En este sentido, las relaciones de cooperación e intercambio sistemá­
tico de datos del mencionado Centro de Información con mecanismos similares de otros países que están 
aplicando políticas simi lares y han puesto en marcha controles de este tipo , serán cada vez de mayor impar· 
tancia . 

La cesión obligatoria - onerosa o gratuita- de los desarrollos tecnológicos que logre la empresa com­
pradora es una característica negativa de los contratos de transferencia de tecnología en muchas, pero no en 
todas las instancias. Si la que vende la tecnología es, por ejemplo, una empresa multinacional pública esta· 
blecida entre varios países en desarro llo, esa cesión sería un ingrediente indi spensable de la s relaciones de 
cooperación tecnológica. Este es un aspecto de la leg islación que convendría revisar a la lu z de la experien­
cia. En cambio, la no acept¡:¡c ión de limitación alguna a la investigación o desarrollo tecnológico de la em­
presa asquirente es criterio de importancia a todas luces fundamental. 

Lo mismo puede decirse de la más lesiva de las prácticas restrictivas que usualmente se hallan en los 
convenios de transferencia de tecnología: la prohibición o limitación de las exportaciones que puede reali­
zar la empresa compradora de la tecnología. En la Ley se indica que este tipo de prohibición o ·limitación 
será motivo de no otorgamiento del registro, cuando se establezca "de manera contraria a los intereses del 
país" . Se reconoce, con esta calificación, que en muchos casos será indispensable aceptar que e l convenio 
de transferencia de tecno logía incluya algún tipo de limitación a las exportaciones, pero parece que la reser­
va pudo haberse planteado de mejor manera, dado que será difícil encontrar algún caso en que la limitación 
o prohibición de exportar no resulte contraria a los intereses del país. De acuerdo con las experiencias 
internacionales, este tipo de limitación sólo parece aceptab le cuando se aplica al país de origen de la tecno­
logía, pues en cualquier otro caso se acepta el discutible derecho del proveedor de tecnología a imponer al 
usuario su particular "división internacional de mercados" Es éste, pues, otro aspecto de la Ley que sería 
aconsejable revisar a la luz de la experienci a. 

Se ha alud ido ya a l amplio margen de discrecionalidad que la iniciativa de Ley permite para otorgar o 
negar e l registro de los actos de transferencia de tecnología·, al establecer, de hecho, un mecanismo· de 
examen y decisión caso por caso. Esta es una característica necesaria dado el gran número de elementos 
que deben intervenir en la -evaluación de convenios de esta naturaleza, pero fuerza a la entidad encargada 
del registro, la Secretaría de 1 ndustria y Comercio, a dedicar al examen y decisión de estas cuestiones no 
sólo a personal de la más alta preparación técnica sino, principalmente, de la mayor honestidad, pues no 
serán escasas las presiones a que se verán sometidos en el curso de su tarea. 

En suma, a través de la a pi icación de la iniciativa de Ley, se logrará progresivamente -en plazos 
variables, que podrán llegar hasta dos años, en el caso de los contratos ya establecidos a la fecha de la 
promulgación legal- que los mecanismos contractuales a los que se ajusta la transferencia de tecnología 
extranjera a México se refieren a tecnología de la que no podría disponerse de otra manera; supongan un 
costo razonable, tanto en términos de la empresa adquirente como del conjunto de la economía y la posi­
ción de la balanza de pagos; no permitan la intervención del proveedor de tecnología en la administración 
de la empresa· compradora; no obliguen a ésta a ceder a aquél sus propios desarrollos tecnológicos; no 
limiten en modo alguno la capacidad de investigación y desarrollo de la empresa cliente; no fuercen -a ésta a 
adquirir de una proveedor determinados equipos o insumas; no prohíban o 1 imiten excesivamente . la s expor­
taciones de la empresa adqu irente; no impidan el uso de tecnologfas complementarias; no establezcan- la 
obligación de venta exc lusiva al proveedor de tecnología de los bienes producidos por la comprado.ra; no 
fuercen a éste a ocupar permanentemente personal designado por e l proveedor; no limiten los volúmenes de 
producción o ·establezcan los precios de venta, en e l mercado nacional o en el externo; no obliguen a la 
empresa adquirente a celebrar contratos de exclusividad o representación exclus iva del proveedor; no esta­
blezcan plazos de vigencia excesivos -mayores de diez años- y no obliguen a la empresa adquirente a 
someterse a tribunales extranjeros. Al conseguirse que los contratos de transferencia de tecnología a empre­
sas establecidas en México se ajusten a las anteriores características, se habrá avanzado considerablemente 
en el largo camino de la independencia tecnológica del país. 

Incrementar la eca dación fisca 
y progr mar la inve ió 

Ya se está viendo que en México la poi ítica económico-socia l de cambio tiene como prem isa la dec isión de 
manejar la política con la verdad, o sea de poner al país frente a sus rea lidades. A partir del conoc imiento 
de éstas se comprende la necesidad de las reformas a fondo, que así se plantean acompañadas de plena 
justificación . Por ello, las distorsiones de la realidad resultan muy peligrosas y dañinas. Hay que ce~irse 
estrictamente a la verdad de las cosas y de los hechos y no es permisible que se deformen o alteren, nesgo 
que corren a cada paso, porque siempre están al acecho los intereses creados, enemigos del cambio ·y de _la 
reforma . Así, resultaría contraproducente caer en la ingenuidad de que, con tal de regular la 1nvers1on 
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extra nj era y la tecnología, Méx ico habrá resuelto sus grandes y graves problemas y poco quedaría por dec ir 
y por hacer. 

De los inconve nie ntes y de los perj uici os que un ca pital extranjero incon tro lado y coloniali sta implica 
se ha hablado mucho e n los úl t imos tiempos, co n at inadas razones las más de las veces; pero también se ha 
ll egado a extremos de radicali smo infantil es o pretendidamente hábil es por parte de quienes podrían abr igar 
intereses egoístas, y no nacionali stas precisamente, e n el asunto. 1 ntereses no sencillos, sino complejos. Dos, 
por lo me nos, sa ltan a la vi sta : por un lado, eliminar al compet idor que puede obligarles a mejorar sus 
sistemas productivos y de di stribución, y hasta a bajar lo s precios para defender la clientela que han 
ganado; por otro, desviar la ate nci ó n que podría centrarse e n sus métodos de aprovechar ta nto al trabajador 
como al consumidor al amparo de un mercado fu ertemente protegido y de un a estructura poi ítico-social 
qu e facilita el mante nimiento de sus p r ivil egios. Un a terce ra razón, o tercer interés, qu e ellos mi sm os np 
ocu ltan, es el de que se impongan cortapisas y limitacio nes estr ictas a los campos y las formas de operar del 
capital extranj ero, e n tanto se dé una libertad más ampli a aún, más desprovista de reglamentación y norm as , 
de e ncauzamie nto y orientación, al cap ita l nacional. Pretenden una maniobra diversionista , qu e e n fin de 
cuentas y en resumen consistiría en hace r que se crea que ellos, por naturaleza, sólo se preocupan de 
ahorrar e invertir donde reclam an las neces idades del país y por canalizar el crédito a donde es más urge nte 
(el campo). no fomentan el alza de los precios para e nsa nchar su margen de utilidad al máx imo, no ocultan 
nad a al fisco, son ajenos a todo dispendio suntuario, no goz an de subsidios d e alto costo social, pers igu en 
una adecuada redistribución d e la riqueza con una poi ítica salari al esplé ndida a favor de obreros y 
campesinos, no son los neolatifundi stas que desvirtúan la reforma agrar ia, etc., etc., en tanto qu e los 
extranjeros son quie nes hacen todo lo contrario . Pretenden, asimismo, que se crea que en las m anipul a­
ciones d e los inversioni stas extranjeros, que tanto se han denunciado, no representan el papel de la 
contraparte indispensa ble para qu e las man ipul ac iones tengan vi abilidad . 

Lo cierto es que se requiere regul ar las inversiones tanto para los capitales de fuera como para lo s de 
de ntro, puesto que la doctrina aceptada por evidente, y ésta sí es nacionalista de buena ley, enseña qu e 
todas, si n excepción, debe n amoldarse a las conveniencias o necesidades del de sarrollo del país , a fin de 
evitar de spilfarros y contraindicaciones, errores e injusticias, qu e hagan e l desarrollo más premioso e irregul ar 
o lo imposibiliten. En pocas palabras, es forzoso distinguir entre este nacionalismo, auténtico y fecundo, 
qu e implica cambios de estructuras eco nómico-sociales, y aquel otro, qu e no pasa de vulgar y encubridor . 
Con dich a finalid ad reguladora, se ría altamente ilu strat ivo y útil disponer de datos fidedigno s y completos 
sobre la inversión en e l país, nacional y entranj e ra, clasificada por secto res, ramas y empresas o proyectos. 

En cualquier caso , es obvio qu e si se desea aminorar la dependenci a externa -por concepto de 
créditos y de inversiones directas- es menester intens ificar el esfuerzo interno. En este orden de ideas, el 
ingreso fi scal parece elemento básico. Un cotejo entre la leve presión fiscal y el insufi c ie nte coeficiente de 
ahorro d e Méx ico con el d e otros países en desarrollo e industr ia li zados, podría exp licar en parte lo 
agudamente conflictivo que resulta e n nuestro caso el debate sobre la aportac ión fin anci era externa al 
crec imiento. El incremento del ingreso fisca l sobre base progresiva, de manera qúe tr ibute n en forma deb ida 
sobre todo los opulentos, es pieza ese nci al de esta política. Facilitarla la reforma tr ibutaria y su 
progresividad la divulgación d e las declaraciones de ingreso hechas al fi sco por las grandes fortunas 
nacionales y la de los montos de su contribución. En otros países estos d atos no so n sec retos y su 
conocimie nto público, además de constituir una lección y un a presión democráticas, sirve para promover la 
mejora del sistema impositivo. 

Por fortuna ya se han dejado oír a últimas fechas voces impo rtantes y autorizadas -entre ellas la de l 
Director d el Banco de México- qu e apuntan la urgencia de incrementa r la recaudación fi sca l, de fortalecer 
la estructura tributaria, y que han puesto el dedo e n la ll aga de la escasez de los recursos que arbitra el 
Estado p ara ll evar adelante su poi ítica eco nómi ca impulsora del desarrollo y remediadora de carencias e 
iniquidades acu mul adas a lo largo de mucho t iempo. Una de esas voces ha destacado que es tan m alo te ner 
una inversió n estatal mal llevada como también destinar los recursos privados a gastos suntu ar ios, as í como 
que no es tan grave la poquedad de los recursos, como e l mal uso d e los mismos . 

Nos enfrentamos, probablemente en forma perentoria y sin otra opción posible, al requi si to 
imprescindible de elevar la parte del produ cto inte rno bruto que recauda el gobierno, y que sigu e siendo 
baj lsimo (entre 11 y 11.5 por ci e nto) si se compara con las cifras correspondientes a otros pa íses 
latinoamericanos, como .Chile, Brasil, Venezu ela, Uruguay y Argentina, en los que los ingresos fisca les 
totales (incluidas, entre otros, recaudaciones d el seguro social) como porcentaje del PI B asce ndiero n en el 
perfodo 1966-1968 a un promedio de 26.2%, 24.6%, 23.2%, 20% y 19.5%, respectivamente . Se trata de 
elevar el coeficiente de ahorro y el de invers ión generado con recursos inte rnos, pero al mi smo tiempo de 
encauzar las inversiones, o reglamentarias, de modo que sirvan útilmente al desa rrollo económico-social. 

De aqul la necesidad de pensar otra vez e n programar, o pl anificar, como nunca se ha conseguido en 
México. En materia de inversiones, extran je ras y nacionales, se impone un a poi ítica se lect iv a, que ca nal ice 
los capitales hacia los objetivos del crecimiento y de la reforma . El plan habr ía de ser un instrumento 
fundam e ntal para superar la condición del subd esar rollo, mediante cambios inst itucional es y de estructura 
económica; y para una política de movilizac ión de recursos hac ia la invers ión se lecc ionada , as ignándol os a 
los sectores correspondientes. 

En este contexto general de reforma fiscal y de programación de l desarro llo , ni la reglamentación de 
la inversión extranjera debería causar una contracción de e ll a (porqu e vive)n eiot e l inversio ni sta atenido a 
una norma clara y general que a una casulstica teñida de incertidumbre ) ni' el capital nac io nal, cuy a 
aportación es de gran importancia y se trata de est imular debidamente orientada, tendría motivos 'de temor, 
pues podría ope rar con mayor ac ierto, previsión y confianza. 


